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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adicionan dos párrafos al Artículo Primero y se reforma la Fracción I del Artículo Segundo, de la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone garantizar los derechos de las víctimas de delitos, consistentes en la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral y demás derechos consagrados en la Constitución Política de  los Estados Unidos Mexicanos.

Planteada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 24 de Abril de 2017.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LEY DE VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Verónica Martínez García, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El acceso a la justicia es un pilar fundamental en la construcción de un Estado de derecho y solo a través de éste, todas las personas pueden dirimir sus controversias por medio de los cauces legales establecidos. 
En nuestro país, la justicia es procurada y administrada por el Estado a través del Ministerio Público y los Jueces, y queda estipulado que dicha administración, debe realizarse en el marco de los Derechos Humanos como eje central que toda sociedad debe recibir de sus gobiernos. Debido a ello, en el año 2011 se realizó una reforma constitucional, que establece que todas las instituciones están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar estos derechos. 
La Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, ha establecido que un acceso adecuado a la justicia no se circunscribe sólo a la existencia formal de recursos judiciales, sino también, a que éstos sean idóneos para investigar, sancionar y reparar las violaciones denunciadas en una respuesta efectiva frente a actos de violencia.

Además, establece que ésta debe comprender la obligación de hacer accesibles recursos judiciales sencillos, rápidos, idóneos e imparciales sin discriminación y uso de prejuicios para investigar, sancionar y reparar estos actos, y prevenir de esta manera la impunidad. 
En nuestro país los derechos de las víctimas han recorrido un largo trayecto hacia su pleno reconocimiento por parte del orden jurídico mexicano, pasando desde diversas modificaciones a la Constitución y a leyes federales y estatales hasta la capacitación del personal de procuración de justicia. 
Anteriormente, el artículo 20 de nuestra Constitución contemplaba únicamente los derechos del acusado en un proceso penal, pero fue con la Reforma Constitucional publicada el 3 de septiembre de 1993, que adicionó un párrafo a este artículo en materia de víctimas del delito, el cual determinaba: 
“En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y, los demás que señalen las leyes”.

Estas modificaciones contemplaron uno de los avances más significativos en el reconocimiento y ejercicio de los derechos de las víctimas del delito, ya que, por primera vez, se reconoció el derecho a recibir asesoría jurídica, atención médica en los casos necesarios, a obtener la reparación del daño y a coadyuvar con el Ministerio Público, además de otras disposiciones legales. 
Siete años más tarde, en el año 2000, se incorporó a la Constitución Política, el apartado “C” del artículo 20 para introducir un catálogo de derechos exclusivos de las víctimas:

C. 
De los derechos de la víctima o del ofendido:

I. 
Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal;

II. 
Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa;

III. 
Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia;

IV. 
Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño;

V. 
Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y en general todos los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación;

VI. 
Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus derechos, y

VII. 
Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño.

Con esta modificación se reconocieron de manera puntual y suficiente los derechos de las víctimas.

Además de estas reformas, no se puede dejar de lado la Reforma Constitucional en materia de derechos humanos que amplió el catálogo de derechos reconocidos en nuestro país y les otorgó una mayor jerarquía.

El centro de la reforma judicial penal deben ser las víctimas, no sólo por haber sufrido una pérdida, ya sea material, emocional o física, el sistema debe tener la capacidad de vigilar y hacer que se cumplan todos los derechos de la víctima en cada una de sus etapas, de ninguna manera, el sistema está diseñado para dejar a las víctimas sin justicia. 
En este contexto, se ha legislado ampliamente en todos los ámbitos de competencia para que los derechos fundamentales de las víctimas tengan cobertura. 
El gran reto, es reforzar los mecanismos para concretar y realizar de manera rápida y expedita, todos los derechos de las víctimas, acelerando por nuestra parte, la etapa final de su desarrollo y consolidación.

Por ello, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se adicionan dos párrafos al Artículo Primero y se reforma la Fracción I del Artículo Segundo, de la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 1.- …

La presente Ley, obliga a las autoridades estatales y municipales, sus poderes constitucionales, así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. Las autoridades de todos los ámbitos de gobierno deberán actuar conforme a los principios y criterios establecidos en esta Ley, así como brindar atención inmediata en especial en materias de salud, educación y asistencia social, en caso contrario quedarán sujetos a las responsabilidades administrativas, civiles o penales a que haya lugar.

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante.

Artículo 2.- El objeto de esta Ley es:
I.- Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en la Constitución y en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que el Estado Mexicano es parte.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 21 de abril 2017.
Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA. 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LEY DE VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
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